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Latinoamérica tiene el récord de ser la región con más desigualdades sociales del mundo. Recientemente, se destacó por el alto nivel de violencia delictiva. La cooptación de políticos y la escalada de violencia criminal, el tráfico de armas, drogas y la trata, especialmente para trabajo forzoso o sexual, constituyen una problema global que redunda en detrimento de la vida de los ciudadanos. 
A pesar de que Latinoamérica y el Caribe albergan a menos del 9 % de la población  mundial, el 33 % de los homicidios se perpetraron en dicha región. Según el Estudio Mundial sobre el Homicidio publicado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en 2019, en las Américas, con una tasa promedio de 17,2 por cada 100.000 habitantes, destacan América Central (25,9) y Sudamérica (24,2), con tasas muy superiores a las del resto del mundo: África (13), Europa (3), Oceanía (2,8) y Asia (2,3).
Los únicos cuatro países del mundo con tasas de homicidio por encima de las 40 personas por cada 100.000 habitantes están en Latinoamérica: El Salvador (62,1), Venezuela (57), Jamaica y Honduras (41,7). Es la única región del planeta cuya tasa ha aumentado, principalmente debido a la escalada de homicidios en dos países que juntos representan más de la mitad de la población de toda la región Latinoamérica: Brasil, con 31,6 muertes por cada 100.000 habitantes, supera la violencia en México. Estamos hablando de alrededor de 65.000 muertes por homicidio por año en Brasil y 33.000 en México, por encima de las cifras de Siria e Irak.
La proliferación de grupos de delincuencia organizada trasnacional se está convirtiendo en el principal problema social de la región, supone una amenaza contra la democracia y el principal freno para el desarrollo económico. Desafortunadamente, aquellos que comprendieron la naturaleza global del mundo en el que vivimos y que se las apañaron para estructurar sus organizaciones con una lógica que trasciende las fronteras nacionales son delincuentes. Estamos siendo testigos de la proliferación de redes de protección internacional que ocultan a fugitivos de la justicia en otros países, de sistemas de cooperación entre organizaciones criminales que operan en todo el mundo, de un intercambio globalizado de información, drogas y armas, de mafias interconectadas en la región y en el mundo. Estas son tan solo algunas de las estrategias que reducen la impotencia a sistemas nacionales de persecución de la delincuencia organizada. 
La violencia delictiva y sus consecuencias sociales se han convertido en el eje de las agendas políticas de nuestros países y las desigualdades en materia de seguridad se han convertido en el principal factor de discriminación social en la región. Frente a la proliferación de organizaciones criminales de alcance regional y las fuertes conexiones con sus homólogos en otras partes del mundo, los mecanismos de seguridad nacional resultan insuficientes y sujetos a poderes políticos inoperantes, cuando no corruptos y cómplices. En lugar de constituir una ventaja en términos de eficacia, la proximidad de los tribunales nacionales, de los fiscales y las fuerzas de seguridad los deja a merced de la corrupción y las amenazas del delito organizado y restringe su campo de acción al procesamiento de delitos menores, sin posibilidad de desarticular a las organizaciones criminales; poner a sus líderes tras las rejas y confiscar sus activos.
Por todos estos motivos, es imperativo desarrollar una estrategia regional para hacer frente a un delito organizado a nivel regional. En este espíritu proponemos la creación de la Corte Penal Latinoamericana y del Caribe contra el Crimen Transnacional Organizado (COPLA).
1. FUNCIONES
La principal función de la corte Penal Latinoamericana y del Caribe contra el Crimen Transnacional Organizado es complementar las políticas de persecución penal desarrolladas por los sistemas nacionales haciendo foco en dos aspectos que permitirían desarticular a las cúpulas criminales;
1. La persecución internacional de las cúpulas criminales, que habitualmente no reciben castigo alguno o están al amparo de redes judiciales y políticas cómplices.
2. La extinción de dominio y el recupero de bienes materiales; una medida que resultó exitosa en varios países y fue sumamente efectiva para desarticular a estas organizaciones.
La COPLA debería funcionar como un tribunal de justicia que complemente y coopere con las justicias y las fuerzas de seguridad nacionales, instituida a partir de un acuerdo internacional y no vinculada a ninguna organización regional existente. El Estatuto de la Corte debe guardar coherencia con la Convención de Palermo de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos, y con los compromisos que la mayoría de los países de la región han asumido al suscribirla
Los delitos incorporados en la Convención de Palermo, que la COPLA debe investigar, procesar y eventualmente castigar, son fabricación ilícita y tráfico de armas de fuego, tráfico de niños y prostitución infantil, tráfico ilícito de migrantes, narcotráfico, tráfico ilícito de bienes culturales y delitos vinculados a la corrupción transnacional y al lavado de dinero.
Además de la labor específica del tribunal, la COPLA debería crear agencias que la conviertan en un instrumento efectivo para la lucha contra la delincuencia organizada transnacional.
Entre otras, la COPLA debería promover la creación de una Agencia Regional contra la Delincuencia Organizada Transnacional (ARCO) que colabore con la armonización y la mejora de las leyes nacionales relativas a estos delitos, a través del establecimiento de mecanismos de cooperación que promuevan la transparencia de los sistemas políticos nacionales y la independencia respecto de las organizaciones criminales, que favorezca el intercambio de información entre la policía, las fuerzas de seguridad y otras agencias de prevención y represión del delito de los Estados miembros, la promoción de la coordinación entre ellos, la protección organizada a nivel regional y la protección del anonimato de los testigos de dichos delitos, la cobertura institucional y la protección de los miembros de la sociedad civil cuya actividad en la lucha contra estos delitos los exponga a represalias y la sensibilización acerca de la importancia de esta problemática para la población de América Latina. 
2. LA CAMPAÑA DE LA COPLA
La campaña de LA COPLA fue impulsada inicialmente por Democracia Global, una ONG argentina que se granjeó el apoyo de académicos de renombre de distintas banderas políticas, desde Anthony Giddens hasta Mario Vargas Llosa; de fiscales y funcionarios de la justicia, como es el caso del exfiscal antimafia Antonio Di Pietro, el fiscal argentino José María Campagnoli, el fiscal nacional antimafia y antiterrorismo Federico Cafiero De Raho; y figuras políticas de alto nivel, como la vicepresidenta de la Argentina, Gabriela Michetti, el expresidente de la República Oriental del Uruguay, Juan María Sanguinetti; y destacados ministros y legisladores de toda América  Latina.
Durante seis años, distintas declaraciones, eventos y reuniones permitieron que la campaña de la Corte Penal Latinoamericana y del Caribe contra el Crimen Transnacional Organizado (COPLA) se transformara en una iniciativa regional y en una política de Estado para el gobierno de la República Argentina, cuyo presidente ha anunciado y alentado en sus discursos en diversos foros, incluida la Asamblea General de Naciones Unidas.
2014- El Senado de la Argentina expresó su apoyo a la creación de una Corte Penal Latinoamericana para la persecución y el procesamiento en la región de delitos organizados transnacionales y a la campaña que se está desplegando en favor de su creación.
2015-  La Organización Mundial de Parlamentarios contra la Corrupción declaró haber tomado nota de la existencia de una campaña en favor de la creación de la COPLA, y abrió así el camino para estudiar y debatir esta temática de gran relevancia.
2016- El Ministerio de Justicia creó el Comité de Expertos en Materia de Control de la Delincuencia Organizada y la Corrupción que asesora al ministro sobre iniciativas de orden internacional y regional como la creación, junto a otros países de la región, de una Corte Penal Latinoamericana (COPLA) contra la delincuencia organizada y extrema.
2016- La Cámara de Diputados de la Argentina declaró su apoyo a la COPLA como  respuesta institucional avanzada que permite consolidar la lucha contra la delincuencia organizada transnacional en la región.
2016- Inclusión de la Propuesta de Estatuto de la COPLA en la plataforma “Justicia 2020” del Ministerio de Justicia.
2016- El Parlasur declaró de interés la creación de la COPLA y manifestó su apoyo a la campaña en favor de su creación.
2017- Presentación oficial de la Propuesta borrador del Estatuto en la prestigiosa Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.
2017- En la 72a Asamblea General de Naciones Unidas, la vicepresidenta de la República Argentina, Gabriela Michetti, manifestó “estamos trabajando en Argentina para lograr el consenso que nos permita establecer en nuestra región un tribunal latinoamericano contra la delincuencia organizada".
2017- Creación de dos oficinas de la COPLA, una en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y la otra en el Ministerio de Seguridad de la Argentina.
2018- Los Ministerios de Justicia, Seguridad y del Interior de los países del Mercosur y de Estados asociados emitieron una declaración conjunta a través de la cual se comprometen a estudiar la viabilidad y a explorar alternativas para combatir la delincuencia organizada transnacional y evitar la impunidad, como la iniciativa COPLA.
2018- El grupo nacional argentino de Parlamentarios por la Acción Global manifestó su apoyo a la creación de la COPLA para la persecución de las cúpulas criminales en estrecha colaboración con la justicia nacional y las fuerzas de seguridad, y a la campaña iniciada para la consecución de este objetivo.
2018- La Asamblea Parlamentaria Euro-Latinoamericana expresó su apoyo a la creación de la COPLA para la persecución judicial de delitos vinculados al narcotráfico y a la delincuencia organizada.
2018- Declaración de Buenos Aires en apoyo a la creación de la COPLA, de carácter complementario a las justicias nacionales y dedicada a la desarticulación de las cúpulas criminales que incurran en alguno de los delitos previstos por la Convención de Palermo y sus protocolos.
2018- En la 73a Asamblea General de Naciones Unidas, el presidente de la República Argentina, Mauricio Macri, expresó “estamos buscando el consenso necesario para diseñar una instancia judicial complementaria, de alcance regional, para luchar juntos contra la delincuencia organizada”.
2019- La Cámara de Diputados de Paraguay declaró de interés nacional la creación de la COPLA para optimizar la lucha contra la delincuencia organizada regional e instó al Estado de Paraguay a unirse a la iniciativa y brindar todo el apoyo necesario.
2019- El grupo nacional ecuatoriano de Parlamentarios por la Acción Global expresó su profundo apoyo a la creación de la COPLA para la persecución y el castigo con todo el peso de la ley de la cúpulas criminales.
2019- Presentación de la campaña de la COPLA ante la XXI Asamblea Plenaria de la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos en Medellín.
La campaña que impulsa la creación de la COPLA tiene una estrategia multidimensional.
· SOCIEDAD CIVIL. Conformar una coalición de ONG de alcance latinoamericano y global con el objetivo de crear una COALICIÓN EN FAVOR DE LA COPLA. Actualmente, cuenta con 40 ONG de Argentina y otras partes del mundo.
· ADHESIONES INDIVIDUALES. Lograr el compromiso de figuras destacadas del mundo de la política e intelectual, como es el caso de Fernando Savater, Juan José Sebreli, Mario Vargas Llosa, Anthony Giddens, David Held.
· ESTRATEGIA PARLAMENTARIA. Adhesión individual de parlamentarios a la campaña y adopción de resoluciones en todos los países de Latinoamérica y en todas las asambleas parlamentarias y parlamentos regionales, como es el caso de la citada declaración de interés en favor de la creación de la COPLA por parte de la Cámara de Diputados de Paraguay.
· ESTRATEGIA EJECUTIVA. Instar a otros países a que acompañen al gobierno de la República Argentina en la adopción de la estrategia COPLA como parte de su política de Estado.
· ESTRATEGIA LEGAL. Hemos conformado un grupo de expertos en leyes para la COPLA, que tienen a su cargo la redacción del borrador del Estatuto de la Corte que será presentado ante la Asamblea de Estados Parte al inicio del proceso. Convocamos a todos aquellos que quieran leer, participar y presentar sugerencias para el Estatuto, como lo han hecho los jueces de la Corte Penal Internacional (CPI), Rosario Aitala y Olga Herrera de Carbuccia; la presidenta de la CPI, Silvia Fernández de Gurmendi; el director de la División de Enjuiciamiento de la Fiscalía de la CPI, Fabricio Guariglia, entre otros; y esperamos conformar un comité asesor permanente compuesto por expertos en el campo político y legal de todo el mundo, puesto que su conocimiento y trayectoria pueden constituir un valioso aporte para el desarrollo de la COPLA.
· ESTRATEGIA ACADÉMICA. La difusión del proyecto COPLA entre todas las universidades y los espacios académicos vinculados a la materia, como ya se hizo en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, en la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad del Litoral y en el Congreso Anual de la Sociedad Internacional para la Reforma del Derecho Penal de Montreal. En 2020, se realizarán dos actividades en el Congreso de Derecho Internacional de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario para impulsar la campaña.

